Concepto No.01560--2002

Concepto No.  029933 del 21 de octubre del 2002.

Síntesis: Funciones del Comité de Control Social y del Revisor Fiscal, Responsabilidad de éstos y del Representante Legal.

Distinguidos Señores:

Con toda atención nos referimos a su consulta citada en la referencia, a través de la cual plantea algunas inquietudes relacionadas con las operaciones que puede adelantar el fondo de empleados, la responsabilidad del gerente y del revisor fiscal y las funciones del comité de control social.

En primer lugar, es importante resaltar que los fondos de empleados, según el  Decreto 1481 de 1989, son empresas asociativas de derecho privado, sin ánimo de lucro, constituidas por trabajadores dependientes y subordinados con las siguientes características:

“(...)

“2. Que presten servicios en beneficio de sus asociados.

“6. Que destinen sus excedentes a la prestación de servicios de carácter social y al crecimiento de sus reservas y fondos 

“9. Que fomenten la solidaridad y los lazos de compañerismo entre sus asociados”

Así las cosas se concluye en primer lugar, que estas entidades solidarias se constituyen para prestar servicios a sus asociados, dentro de los cuales se encuentran el ahorro y el crédito, con base en los aportes y los ahorros permanentes que captan, de los mismos, así lo consagra el artículo 22 del Decreto 1481 ya citado.

Dicho servicio lo prestan en forma directa y únicamente a sus asociados, en las modalidades y con los requisitos que establezcan los reglamentos y de conformidad con lo que dispongan las disposiciones legales y estatutarias al respecto. 

De otra parte, el referido decreto contempla la viabilidad de que además de aportes y ahorros permanentes, los asociados pueden hacer otros depósitos de ahorro, que bien pueden ser a la vista, a plazo o a término (artículo 22 inciso 2 del Decreto ya citado).

Bajo los preceptos legales citados, fácil es concluir que un tercero no asociado, no puede hacer depósitos de ahorro en los fondos de empleados toda vez que el Decreto 1481 de 1989 solo permite hacer depósitos de ahorro a la vista, a plazo o a término únicamente a los asociados.

Adicionalmente, el fondo no se puede financiar con recursos provenientes de terceros que se beneficien o lucren del  fondo, toda vez que lo que se persigue al momento de asociarse a él, es satisfacer las necesidades de los asociados, dentro de las cuales está la de acceder a créditos, razón por la cual, el ya citado Decreto 1481 de 1989 estableció en su artículo 23:

“Los depósitos de ahorro que se capten deberán ser invertidos en créditos a los asociados en las condiciones y con las garantías que señalen los estatutos y reglamentos de conformidad con las normas que reglamenten la materia, sin perjuicio de poder adquirir activos fijos para la prestación de servicios”.

Lo anterior, por cuanto el hecho de obtener recursos de terceros o del sistema financiero, conllevaría a encarecer el costo del crédito a los asociados,  y ese no fue el espíritu del legislador al contemplar que los créditos se otorgan con base en los ahorros y los aportes que se capten de sus mismos asociados.

En relación con el punto tercero, esto es qué tipo de sanciones  se imponen al gerente y revisor fiscal por permitir situaciones irregulares, debe acudirse a lo que se tenga establecido estatutariamente respecto a sanciones y responsabilidades. No obstante tanto el revisor fiscal como el gerente son responsables de sus actos frente a las funciones que le han sido encomendadas.

Valga la pena recordar que la revisoría fiscal está regulada en Colombia por el Estatuto Mercantil y la Ley 43/90, es un órgano de fiscalización, cuyo objeto principal es ejercer control permanente para que el patrimonio de la empresa sea adecuadamente protegido, conservado y utilizado, y para que las operaciones que desarrolla se ejecuten con la máxima eficiencia posible. De ahí 

que esté caracterizada por su permanencia, cobertura total e independencia de acción y de criterio, lo que se traduce en que éste debe cumplir con las responsabilidades que le asigna la ley y su criterio debe ser personal, basado en normas legales, en su conciencia social y en su capacidad profesional.

Su gestión debe ser libre de todo conflicto de interés que le reste independencia y ajena a cualquier tipo de subordinación respecto de los administradores que son, precisamente, los sujetos pasivos de su control (artículo 210 del Código de Comercio).

Es por ello, que se ha considerado que la función de revisor fiscal, es una función netamente preventiva, sus informes deben ser oportunos para no incurrir en actos irregulares o conductas ajenas a la licitud o a las órdenes de los órganos superiores (asamblea general y junta directiva).

En relación con la responsabilidad del representante legal, es importante recordar que de acuerdo con el artículo 39 del Decreto 1481 de 1989, los fondos de empleados tendrán un gerente que será el representante legal de la entidad, principal ejecutor de las decisiones de la asamblea general y de la junta directiva. Dicho gerente y el suplente serán designados por la junta directiva y sus funciones y período estarán consagrados en los estatutos y demás reglamentos internos.

Se desprende de la norma citada que el legislador facultó en forma expresa a la organización para que en uso de su autonomía, consagre en sus estatutos  las funciones de éste, así como su responsabilidad por los hechos que ocasionen daño o detrimento en el patrimonio de la entidad solidaria.

En virtud de su nombramiento, le asiste la obligación de ejercer sus funciones conforme a la ley y a los estatutos, debe administrar, cuidar y velar por el patrimonio social y  los intereses de los asociados, responde por sus actos civil y penalmente ante la justicia ordinaria competente y  por violación a la ley, estatutos o reglamentos compete a esta Superintendencia imponer las sanciones establecidas en la ley.

Ahora bien, en el evento en que se determine abierta violación a la ley y a los estatutos por parte del gerente y del revisor fiscal, dicha irregularidad debe ser puesta en conocimiento de esta Superintendencia, para proceder de conformidad a las facultades legales asignadas en la Ley 454 de 1998.

Sobre las funciones del comité de control social es preciso tener presente que el artículo 4º. de la Ley 454 de 1998, al consagrar los principios de la economía solidaria, consagró en su numeral 8º. el de la “autonomía, autodeterminación y autogobierno”, conceptos que constituyen lo que doctrinariamente se conoce como el principio de “autogestión”, en virtud del cual las entidades cooperativas y demás formas asociativas del sector solidario se caracterizan porque su administración está a cargo de sus propios asociados y no puede en ningún caso, ser delegada a terceros.

En desarrollo de este principio, las organizaciones de la economía solidaria  deben contar con un órgano de vigilancia interno, sin perjuicio del control externo que ejerce el Estado sobre estas entidades, el cual recibe su nombre, dependiendo del tipo de entidad, veamos: En las cooperativas: junta de vigilancia y en los fondos de empleados: comité de control social.

Estos órganos de control social, tienen atribuidas sus funciones en forma expresa en la ley. Para los fondos de empleados, el artículo 40 del Decreto 1481 de 1989, dispuso:

“La inspección y vigilancia interna de los fondos estarán a cargo del revisor fiscal y el comité de control social en las órbitas de competencia que en este capítulo se delimitan.

A su vez, el artículo 42 ibídem señala:

”Comité de control social.- Los fondos de empleados podrán contemplar la existencia de un comité de control social que ejercerá las funciones de vigilancia social que fijadas en los estatutos. En defecto o como complemento de éstas se aplicarán las establecidas en la legislación cooperativa para las juntas de vigilancia. (artículo 40 de la Ley 79 de 1988).

“El número de integrantes, su período y sistema de elección serán previstos en los estatutos. Si no se previese sobre este aspecto, se aplicará el sistema del cuociente electoral previa inscripción de planchas”.

Este comité, hoy en día, en virtud del artículo 7º. de la Ley 454 de 1998 es obligatorio.

El artículo 40 de la Ley 79 de 1988,  determinó: Son funciones de la Junta de vigilancia:

“1. Velar porque los actos de los órganos de administración se ajusten a las prescripciones legales, estatutarias y reglamentarias y en especial a los principios cooperativos.

“2 .Informar a los órganos de administración, al revisor fiscal y al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas (hoy Superintendencia de la Economía Solidaria), sobre las irregularidades que existan en el funcionamiento de la Cooperativa y presentar recomendaciones sobre las medidas que en su concepto deben adoptarse. 

“3.Conocer los reclamos que presenten los asociados en relación con la prestación de los servicios, transmitirlos y solicitar los correctivos por el conducto regular y con la debida oportunidad.

“4. Hacer llamadas de atención a los asociados cuando incumplan los deberes consagrados en la ley, los estatutos y reglamentos.

“5. Solicitar la aplicación de sanciones a los asociados cuando haya lugar a ello y velar porque el órgano competente se ajuste al procedimiento establecido para el efecto.

“6. Verificar la lista de asociados hábiles e inhábiles para poder participar en las asambleas o para elegir delegados. 

“7. Rendir informes sobre sus actividades a la asamblea general ordinaria, y

“8 Las demás que le asigne la ley o los estatutos, siempre y cuando se refieran al control social y no correspondan a funciones propias de la auditoria interna o revisoría fiscal, salvo en aquellas cooperativas eximidas de revisor fiscal por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas (hoy Superintendencia de la Economía Solidaria) 

De lo anterior se colige, que el legislador se ocupó de asignar funciones mínimas al órgano de control social, llámese junta de vigilancia o comité de control social, quien deberá ocuparse entonces, de las funciones que le han sido asignadas por la ley y por los estatutos, sin dejar de lado, que los órganos de administración, vigilancia y control, deben trabajar en forma mancomunada a efectos de lograr los objetivos del fondo.

Así las cosas, debe entender que el revisor fiscal debe cumplir con la función fiscal del patrimonio social conforme a los lineamientos señalados en la Ley 43 de 1995 y el comité e control social debe ocuparte de las funciones que igualmente, le fueron señaladas por la Ley 79 de 1988 y el Decreto 1481 de 1989.

Para concluir, le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la Oficina Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por esta Superintendencia se pueden consultar en nuestra página Web www.supersolidaria.gov.co.

De esta forma esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, advirtiéndole que la misma se emite bajo los parámetros del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 23 de la Resolución 0001 del 14 de enero del 2000 de esta Entidad, esto es, que las respuestas de la Superintendencia no comprometen la responsabilidad de la misma, ni son de obligatorio cumplimiento ni ejecución.

Cordialmente,

ALIX VARGAS ROMERO

Coordinadora Grupo Procedimientos Administrativos

Oficina Jurídica
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